[image: image1.png]Reptblica de Colombia
Corte Suprema de Justicia

Sala de Gasacion Civil




Radicación nº. 11001-02-03-000-2019-00033-00

AC616-2019
Radicación n.° 11001-02-03-000-2019-00033 -00
Bogotá, D. C.,  veintiséis (26) de febrero de dos mil diecinueve (2019).
Se decide el conflicto de competencia que surgió entre los Juzgados Tercero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín (Antioquia) y el Quince Civil del Circuito de Barranquilla (Atlántico), atinente al conocimiento de la demanda de imposición de servidumbre, interpuesta por Interconexión Eléctrica S.A. E.S.P. ISA contra José Vicente Daza.    

ANTECEDENTES

1. En la demanda presentada al «JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA (Atlantico)», de la que dan cuenta estas diligencias, la parte actora reclamó de la jurisdicción, dictar «sentencia de imposición de servidumbre legal de conducción de energía eléctrica de que trata el Articulo 18 de la Ley 126 de 1938 y Ley 56 de 1981 a favor de INTERCONEXIÓN ELÉCTRICA S.A. E.S.P., sobre un predio denominado “MACONDO MOCHO 2” […], ubicado en jurisdicción del municipio de Tubará, en la Vereda Villa Clarita, conocido como “MACONDO MOCHO 2”».
Asimismo, señaló en cuanto a la competencia que «por la ubicación del inmueble objeto de la pretensión y conforme a la cuantía, por el avalúo catastral obtenido de la información catastral del IGAC, […]» (Fls. 1 a 10 Cdno. Ppal).
2. El Despacho Quince Civil del Circuito de Barranquilla – Atlántico, declaró no ser el que deba conocer el asunto, al considerar que «los numerales 7 y 10 del artículo 28, parecieran consagrar un fuero privativo concurrente, sin embargo al integrarse en uno de los extremos una entidad territorial o en este caso, descentralizada por servicios, el uno cede al otro de manera prevalente y será competente para conocer del proceso el juez del lugar de domicilio de dicha entidad». 
Asimismo, refirió que «es claro para el despacho que le asiste razón a la parte demandante al afirmar que este juzgado carece de competencia para seguir conociendo del proceso de imposición de servidumbre adelantado por la sociedad Interconexión Eléctrica S.A. ESP, pues siendo está entidad una sociedad del orden nacional, descentralizada por servicios, cuyo domicilio se encuentra en Medellín (Antioquia), es a los jueces de este distrito judicial a quienes el legislador reservó la potestad para conocer y adelantar asuntos como el que ahora nos ocupa, ello atendiendo el carácter prevalente, imperativo, indisponible, improrrogable e inmodificable que el legislador le atribuyó a este tipo de competencia». 
Por lo que «la competencia así atribuida, obedece al factor subjetivo en razón a las condiciones particulares o características especiales del sujeto que funge en el extremo demandante, por lo que una vez advertidas es a ese funcionario judicial a quien le corresponde asumir el conocimiento del proceso, sin consideración a otro factor, ya que – se itera – prevalece y conforme al artículo 16 del estatuto ritual civil es improrrogable» (Fls. 177 a 181 Ídem). 

3. Cumplidos los trámites preceptivos, el expediente fue entregado al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín - Antioquia, aconteciendo que su titular, el 5 de diciembre de 2018, lo rechazó.

Ello, tras esgrimir que en «el numeral 7º del artículo 28 del C.G. del P., descansa la regla de competencia para el conocimiento del presente asunto y no en el numeral 10º del artículo 28 como lo señaló el Juzgado que declaró su incompetencia; porque como bien se ha explicado, no es que la consideración aludida en el segundo apartado en cuanto a la calidad de la persona demandante, sea representación del factor subjetivo; sino que la misma regla, es descriptiva de lo que es el foro personal, general o domiciliario dentro del factor territorial, prefiriéndose, por ser necesario, dada la confrontación entre estas en el caso particular, el foro real sobre aquel, aun cuando esté ultimo sea regla general en la práctica judicial» (Fls. 183 a 185 Ídem).
 4.- Así las cosas, conforme al canon 139 del Código General del Proceso, se entra a desatar el tópico en cuestión.

CONSIDERACIONES

1.- Habida cuenta que se enfrentan juzgados de distintos distritos judiciales, atañe a esta Sala resolver el conflicto negativo suscitado entre ellos, de acuerdo con los artículos 139 ibídem y 16 de la Ley 270 de 1996, modificado por el 7º de su par 1285 de 2009.

2.- Para la determinación de la competencia, debe precisarse que la selección del juez a quien, previa autorización legal, le corresponde asumir el conocimiento de una causa litigiosa, surge como el resultado de la conjugación de algunas circunstancias o aspectos subjetivos u objetivos, vinculados, verbigracia, a la persona involucrada, al sitio en donde el accionado tiene su domicilio, al lugar en donde acontecieron los hechos, la cuantía o naturaleza del asunto, etc. Por supuesto, en ciertas ocasiones aunque algunos de esos factores se entremezclan y se vuelven concurrentes, prevalecen unos sobre otros.

3. Históricamente, la tradición legislativa en materia de imposición de servidumbre ha sido la de fijar la competencia para conocer de las demandas de esa naturaleza a los jueces del lugar de ubicación del bien. Así tenemos que, el Código Judicial en su artículo 152 estipuló que «Por razón del lugar donde debe ventilarse, se deben tener en cuenta las reglas siguientes:… 12.- En los juicios sobre reivindicación de inmuebles y sobre servidumbres, es también competente el Juez del lugar en donde los bienes se hallan situados total o parcialmente» (se resalta). 

Por su parte, el Estatuto de Procedimiento Civil contempla en su canon 23 las reglas generales de competencia, entre ellas la del numeral 10° refiere a que «En los procesos divisorios, deslinde y amojonamiento, de expropiación, de servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, de restitución de tenencia, de declaración de pertenencia y de bienes vacantes y mostrencos, será competente de modo privativo (aquí se produce un cambio respecto de la Ley 105 de 1931, Código Judicial) el juez del lugar donde se hallen ubicados los bienes, y si éstos comprenden distintas jurisdicciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del demandante» (se resalta).

Tratándose de asuntos suscitados, entre otros, por los de «servidumbre», conforme al numeral séptimo (7º) del Código General del Proceso, es competente de modo privativo el funcionario judicial del lugar donde se halle ubicado el bien, o sea, que «[e]n los procesos que se ejerciten derechos reales, en los divisorios, de deslinde y amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, restitución de tenencia, declaración de pertenencia y de bienes vacantes mostrencos, será competente de modo privativo el juez del lugar donde se hallen ubicados los bienes, y si éstos comprenden distintas jurisdicciones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del demandante» (se subraya).

Sin embargo, el numeral 10° de ese mismo estatuto previene que «[e]n los procesos contenciosos en que sea parte una entidad territorial, o una entidad descentralizada por servicios o cualquier otra entidad pública, conocerá en forma privativa el juez del domicilio de la respectiva entidad».

4. Con respecto a la competencia privativa, esta Corporación, entre otros, en auto CSJ AC, 5 jul. 2012, rad. 2012-00974-00, en el que reiteró lo dicho en proveído CSJ AC, 16 sep. 2004, rad. n° 00772-00, expuso en lo concerniente que:

(…)‘[e]l fuero privativo significa que necesariamente el proceso debe ser conocido, tramitado y fallado por el juzgador que tenga competencia territorial en el lugar de ubicación del bien involucrado en el debate pertinente, no pudiéndose acudir, bajo ningún punto de vista, a otro funcionario judicial, ni siquiera bajo el supuesto autorizado para otros eventos (…)».

5. Ahora bien, el nuevo Estatuto Procesal no tuvo como propósito variar la tradición legislativa en la materia a tener en cuenta, como elemento material para asignar competencia en estos tipos de procesos, el lugar de ubicación de los bienes, y siguió la misma línea del Código de Procedimiento Civil en cuanto que la competencia es privativa, es decir, excluye a cualquier otra, lo cual, históricamente, de una competencia preventiva prevista en la Ley 105 de 1931  (Código Judicial) se pasó a una privativa en la Codificación Procesal Civil, misma que se continúa en el Código General del Proceso. Siendo así, como efectivamente lo es, es esta disposición especial correspondiente al fuero real dentro del factor territorial la llamada a gobernar los asuntos allí dispuestos, para nuestro caso, imposición de servidumbres.

5.1. Si bien el numeral 10, artículo 28 del CGP, prescribe que «En los procesos contenciosos en que sea parte una entidad territorial, o una entidad descentralizada por servicios o cualquier otra entidad pública, conocerá en forma privativa el juez del domicilio de la respectiva entidad», la articulación e interpretación de los numerales 7° y 10° en pro de la realización de la finalística de la ley procesal de asegurar la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial, y la obligación constitucional de garantizar al demandado el acceso a la administración de justicia, libre de barreras que afecten su núcleo esencial, y por corresponder ambos a fueros dentro del mismo factor territorial, real y general, no es de recibo la aplicación del artículo 29 del CGP, ya que este regula lo atinente a la prevalencia del factor subjetivo frente a los otros factores, y el canon 28 establece reglas de competencia atendiendo a un solo factor: el territorial.

Siendo así, la posible contradicción entre los numerales 7° y 10° del artículo 28, ibídem, es más aparente que real, ya que la misma se salva con una adecuada hermenéutica del ordenamiento jurídico.

5.2. En efecto, para el caso de la imposición de servidumbres debe preferirse la aplicación del numeral 7° frente al 10° del artículo 28 del CGP, por las siguientes razones:

5.2.1. No fue propósito del legislador del año 2012 generar un cambio a la tradición legislativa del país en esta precisa materia; de haberlo tenido en cuenta le basta cambiar la expresión competencia privativa del Código de Procedimiento Civil por la de competencia preventiva, tal como estaba regulado en el Código Judicial, lo cual implicaría un inexplicable retroceso, que es contrario a la tendencia actual en el campo procesal de eliminar privilegios a favor de uno de los litigantes (Estado, entidades territoriales, entidades descentralizada por servicios o cualquier otra entidad pública) frente a otro, que se coloca en una posición de desventaja, a fin de permitir garantizar un debido proceso y darle contenido material al derecho de igualdad en orden de hacerlo más real que formal, con lo cual se cumple lo previsto en el artículo 4º del Título Preliminar del C.G.P., que le impone al juez la obligación de lograr la igualdad de las partes.

5.2.2. Asimismo, se garantiza la vigencia de un orden justo (Preámbulo de la Constitución), igualmente, el derecho de acceso a la administración de justicia al demandado, de defensa y contradicción, ya que, si el actor calificado tiene su domicilio en un lugar distante al de la pasiva, es muy factible que por razones económicas o de otra índole, este no pueda ejercer cabalmente sus derechos sustantivos, situación que no puede ser privilegiada por una interpretación judicial que no consulte los fines del Estado Social de derecho.

5.2.3. De otro lado, debido a que en el trámite referido a la imposición, variación o extinción de servidumbres, es de obligatorio cumplimiento la práctica de una inspección judicial sobre los inmuebles materia de la demanda, la entrega anticipada del bien o sector del mismo afectado con la servidumbre, entre otras actuaciones, es recomendable que las mismas se practiquen por el juzgador cognoscente del lugar de ubicación de los inmuebles, lo que rendiría tributo al principio de inmediación, además, de abaratar costos económicos a las partes.
6. Si bien inicialmente en el proyecto de Código General de Proceso presentado a consideración del Congreso, se previó que la competencia en donde se ejercen derechos reales venía determinada por un fuero concurrente entre el juez del lugar de ubicación de los bienes y el domicilio del demandado, ese aspecto fue modificado en el «INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 196 DE 2011» en la Cámara de Representantes, en el sentido de pasar de competencia preventiva a privativa, para lo cual se dijo:

«Teniendo en cuenta que los procesos que versan sobre derechos reales pueden ser tramitados con menor esfuerzo y mayor eficacia en el lugar en donde se encuentran los bienes sobre los cuales recaen aquellos, no se ve razón para que puedan ser tramitados en otro lugar, lo que implica que la competencia debe ser privativa del juez de aquel lugar y no concurrente con el del domicilio del demandado como está planteado en el proyecto […]» (Gaceta Oficial, 11 de mayo de 2011, Año XX – N° 250).       

7. En un asunto de similar temperamento, esta Corporación sostuvo que:

«…2.4. Sirven las anteriores consideraciones para dejar sentado que el llamado a conocer de las presentes diligencias es el juzgador de Duitama, Boyacá. 

En efecto, tratándose de asuntos en los cuales se ventilen derechos o acciones reales, entre éstos, los dirigidos a la imposición, modificación o extinción de servidumbres de cualquier tipo o naturaleza, conforme al numeral 7º del mencionado precepto es competente, con carácter exclusivo, el funcionario judicial del lugar o sede donde se halle localizada la cosa.

La justificación de ello es evidente, pues en estos eventos es apenas manifiesto que las pruebas y los elementos para la solución de la controversia se pueden allegar más fácil y rápidamente en el sitio donde se encuentra el objeto de la cuestión, respetándose, además, la comodidad y el interés del particular…» (CSJ AC4875-2018, 15 de Nov. 2018, rad. 2018-03392-00).
8. Por lo precedentemente expuesto, como la servidumbre pretendida se llevará a cabo sobre el inmueble denominado «MACONDO MOCHO 2» ubicado en «jurisdicción del municipio de Tubará, en la Vereda Villa Clarita» Atlántico, corresponde remitir la presente demanda al Despacho Civil del Circuito de esa localidad para que continúe con el conocimiento de la acción emprendida.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR que el conocimiento del proceso de la referencia, deberá continuar por cuenta del Juzgado Quince Civil del Circuito de Barranquilla (Atlántico).
SEGUNDO: COMUNICAR lo decidido al Despacho Tercero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín (Antioquia), acompañándole copia de este proveído. 

TERCERO: REMITIR el expediente a la célula judicial referida en el numeral primero de esta resolutiva.

CUARTO: LIBRAR, por Secretaría, los oficios correspondientes dejándose las constancias del caso. 

NOTIFÍQUESE 

MARGARITA CABELLO BLANCO

Magistrada
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